
En medio de la polémica por
los ajustes a los ingresos de las
empresas PMGD —centrales
que cuentan con una capacidad
de menos de 9 MW—, que im-
pulsa el Gobierno vía proyecto
de ley, el fondo de inversiones
DE Capital advirtió que mu-
chas de estas inversiones, que
podrían entrar en default por la
limitación pretendida, fueron
financiadas por la Corfo.

Consultado por
su postura al res-
pecto, el vicepresi-
dente ejecutivo de
la agencia estatal
manifestó: “Es una
resolución que de-
pende del Ministe-
rio de Energía, así
que nosotros nos alineamos ob-
viamente con lo que el Ministe-
rio de Energía de alguna manera
señala. Nosotros tenemos varios
tipos de financiamiento para

distintos ámbitos, así que esto es
un tema que tiene que ver con la
autoridad competente, así que
para nada nos genera ningún
conflicto”.

El proyecto, mediante el cual el
Gobierno busca ele-
var a 4,7 millones de
usuarios el número
de beneficiados por
el subsidio eléctrico,
plantea reducir la
compensación a es-
tas unidades de ge-
neración eléctrica

que obtienen vía estabilización
de precios. Lo anterior, para ob-
tener unos US$ 150 millones
anuales que cubrirían parte del
beneficio a hogares.

Hoy se espera que varias de es-
tas empresas generadoras inter-
vengan en la discusión que se lleva
en la comisión de Minería y Ener-
gía de la Cámara de Diputados.

Grandes controladores

En paralelo, ayer se realizó
una nueva sesión de la mesa con-
vocada por el Ministerio de
Energía, que discute la situación
de los “Recursos Energéticos
Distribuidos”. 

Una de las presentaciones,
que estuvo a cargo del Coordi-
nador Eléctrico Nacional (CEN),
propuso cambios al mecanismo
de precio estabilizado que bene-
ficia a los PMGD. 

E l o p e r a d o r d e l s i s t e m a
apuntó que en este mercado se
está viendo una concentración,
detallando que si hace tres años
las 10 empresas más importan-
tes de este segmento acumula-
ban el 37% de la generación,
hoy bordean el 50%, haciendo
alusión a que existen grandes
fondos de inversión detrás de
estas iniciativas.

“Quienes están recibiendo la
mayoría de las compensaciones
son agentes que no necesitan la
estabilización de precios para
conseguir financiamiento, y solo
están explotando la existencia,
en la práctica, de un subsidio a la
tecnología solar. Esto se desvía
del objetivo original del precio

estabilizado”, aseguraron desde
el CEN. 

Según las cifras del organis-
mo, desde octubre de 2022 que
las compensaciones que reciben
los PMGD se elevaron, siendo la
tecnología solar la única que ha
recibido pagos netos por el me-
canismo de estabilización desde
su aplicación.

Es por esto que sostienen que
el precio estabilizado entrega
ventajas competitivas a un seg-
mento y tecnología específicos,
afectando el resto del mercado.
“Tampoco se ven afectos a recor-
tes de energía por razones eco-
nómicas al operar con autodes-
pacho”, añadieron. 

El Coordinador presentó

propuestas para ajustar este
segmento, sugiriendo modifi-
caciones para nuevos proyec-
tos, pero sobre todo para las ini-
ciativas existentes acogidas al
precio estabilizado. Recomen-
dó incorporar una reliquida-
ción semestral o anual respecto
del costo marginal.

En cuanto a la incorporación
de nuevos proyectos de este ti-
po, el Coordinador propuso la
realización de licitaciones en
ubicaciones donde existe capaci-
dad en las redes de distribución
y transmisión, “de modo de evi-
tar sobreoferta en determinadas
zonas y evitar las congestiones
en transmisión zonal a causa de
la inyección de PMGD”.

PMGD: Corfo se 
alinea con Energía y
Coordinador advierte
concentración del mercado 
TOMÁS VERGARA P. 

CENTRALES DE MENOS DE 9 MW

La agencia estatal ha financiado algunas de estas

iniciativas. Mientras que el operador del sistema

propuso que los ingresos de estas empresas sean

reliquidados de acuerdo con el costo marginal. Las centrales PMGD son aquellas de menos de 9 MW de capacidad instalada, y que acceden a un precio esta-
bilizado por la energía que suministran al sistema.
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FONDOS
El Gobierno busca
recaudar US$ 150

millones ajustando los
ingresos de los PMGD.

La baja demanda de vivien-
das, las restricciones de financia-
miento para nuevas inversiones
y la debilidad de la economía en
los últimos años son algunos de
los factores que han generado
incertidumbre en el sector inmo-
biliario. A lo anterior se suma un
tema poco abordado: la gran
cantidad de cambios de planes
reguladores comunales (PRC)
en la capital del país. 

Actualmente, seis de cada 10
(62%) comunas del Gran Santia-
go están modificando —con dis-
tintas fases de avance— sus pla-
nes reguladores comunales, lo
que involucra a una población de
más de 4,78 millones de perso-
nas. En general, estos cambios
terminan estableciendo mayores
exigencias a las construcciones.

Los datos del “Barómetro
Normativo”, un informe de la
consultora AGS Visión Inmobi-
liaria, que se enfocan en un diag-
nóstico de las condiciones vi-
gentes en los instrumentos de
planificación territorial, mues-
tran la alta proporción de comu-
nas en este escenario. Aparecen
La Cisterna, La Pintana, La Flori-
da, Maipú, Estación Central,
Santiago, Las Condes, Providen-
cia, Macul y Quinta Normal, en-
tre otras. Este es el primer repor-
te de este tipo. 

Procesos e impacto

En las comunas que están con
modificaciones de sus PRC se
abren espacios de congelamien-
to de entregas de permisos
—por hasta un año—, lo que in-
hibe el desarrollo de nuevas in-
versiones en ese lapso. 

En AGS señalan que muchos
inversionistas inmobiliarios ven
con incertidumbre este período
de cambios, que en total pueden
tardar entre tres y seis años. Esos
agentes prefieren no incursionar
en dichas comunas hasta que se
establezcan las nuevas reglas de
construcción.

“Hoy en día un anteproyecto
no da un peso jurídico para po-
der desarrollar. Hemos visto an-
teproyectos que han sido, de al-
guna manera, botados. También
hay proyectos con permisos de
edificación vigentes, como los
edificios ‘fantasma’ (de Estación
Central) sin recepción. Enton-
ces, desde la perspectiva jurídica

y de la firmeza de ese permiso,
hoy no existe 100% certidum-
bre. Por ello, muchos prefieren
no invertir en una comuna don-
de se está modificando el plan
regulador y buscan, obviamen-
te, certeza para invertir en zonas
donde hay una normativa, ojalá,
recién promulgada”, comentó
Esteban González, director de
Asesoría Estratégica de AGS. 

Rodrigo Aravena, director co-
mercial de AGS, agrega que “ha
habido un proceso de aprendi-
zaje. El mercado inmobiliario no
ha querido seguir con la práctica

de ingresar (proyectos) cuando
la puerta se está cerrando. Cuan-
do un municipio inicia un proce-
so de modificación del plan re-
gulador, se sabe que viene un
eventual congelamiento y, por
lo tanto, hay un grupo de inver-
sionistas que aprovecha esa co-
yuntura e ingresa anteproyec-
tos. Pero hay otro que decidida-
mente opta por esperar las con-
diciones que vengan a futuro”. 

Aravena señala que “muchas
veces las condiciones futuras
son muy antagónicas con res-
pecto a la norma que ya existía.

Entonces se producen brechas
muy grandes entre aquellos que
generaron derechos adquiridos
y aquellos que, a posteriori, van a
iniciar desarrollo”. En esos ca-
sos, indica, “se producen lagu-
nas de desarrollo inmobiliario”. 

Sostiene que el fenómeno pro-
voca “incertidumbre”. Es “la pa-
labra más importante”, afirma. 

Rodolfo Bambach, socio de
CBS Inmobiliaria, sostiene que
“los cambios en los planes regu-
ladores, sin duda, generarán un
quiebre de oferta en varias co-
munas. Existen muchos casos

emblemáticos como San Miguel,
que actualmente cuenta con una
oferta mínima, prácticamente
nula. El efecto de estos cambios
es el aumento de la escasez de vi-
viendas, aun cuando la zona ten-
ga excelentes condiciones de co-
nectividad”. Añade que ello oca-
siona “el desplazamiento de la
población hacia comunas perifé-
ricas y el aumento en los valores
de las propiedades en comunas
céntricas”.

Baja participación
ciudadana

El estudio indica
que el período pro-
medio sin actualiza-
ción de los planes
reguladores es de 21
años, aunque estos
deben renovarse
periódicamente en
un lapso no mayor a
10 años. 

Una de las deficiencias en los
procesos de cambios de planes
reguladores, advierte AGS, es la
baja participación ciudadana,
que apenas alcanza a un prome-
dio de 0,8% de la población en
las comunas analizadas. Esta si-
tuación se explica, entre otros,
por la escasa difusión de las mu-
nicipalidades de estas modifica-
ciones, afirma la consultora.

Estaciones de metro

Otro dato que detectó el infor-
me es que el 54% de la superficie
total alrededor de las estaciones
actuales y proyectadas del metro
—en un radio de influencia de
500 metros— cuenta con una

densidad bruta inferior a 1.200
habitantes por hectárea. Esto
significa que solo se permiten
construcciones de cinco a siete
pisos. En tanto, apenas el 24% de
los espacios colindantes a los ac-
cesos al tren subterráneo posee
densidad libre.

“Se observa una falta de inte-
gración de los planes regulado-
res tanto a nivel comunas como
metropolitano, respecto a las
áreas de influencia inmediata
del metro, lo que ha tendido a
minimizar los efectos y la renta-
bilidad social de la inversión pú-
blica, tal es el caso de comunas

como Puente Alto,
Vitacura y Cerro
Navia”, señala el
estudio. 

En AGS indican
que la ciudad debe
apuntar a una den-
sificación equili-
brada, definiendo
condiciones e in-

centivos normativos que permi-
tan el desarrollo urbano en áreas
estratégicas. 

Reconversión urbana

La consultora identificó 1.210
hectáreas (ha) bajo normativa
industrial, dentro del anillo de
Américo Vespucio, correspon-
dientes a zonas con un potencial
de reconversión a usos mixtos,
es decir, que pueden combinar
comercio, viviendas u oficinas. 

Renca es la comuna con ma-
yor suelo en este aspecto, con un
total de 256 hectáreas. Le siguen
Cerrillos (220,5 ha), Estación
Central (158,6 ha) y Macul
(146,4 ha).

Sube incertidumbre inmobiliaria: seis
de cada 10 comunas de Santiago están
modificando sus planes reguladores

MARCO GUTIÉRREZ V. ESTUDIO DE LA CONSULTORA AGS ANALIZÓ LAS CONDICIONES DE LOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN

Estos cambios pueden frenar las intenciones de algunos inversionistas de desarrollar proyectos, hasta conocer las nuevas

exigencias, generándose una merma en la oferta de viviendas en ciertas zonas, indican en el sector. 

Solo el 10,7% de la superficie del Gran Santiago posee densidad libre, principalmente porque no cuenta con un
plan regulador comunal o este se encuentra desactualizado. 
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Tres a seis años puede
tardar la promulgación
de una actualización de

un plan regulador
comunal.
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